
 

 

León, 17 de febrero de 2016 
 
 
 
 

Consejería de la Presidencia de la Junta de Castilla y León 
Ilmo. Sr. Secretario General 

Plaza de Castilla y León, 1 
47071 - VALLADOLID 

 

 

Expediente: 20153956 

Asunto: Concentración de alumnado de etnia gitana / Resolución  

Centro directivo: Consejería de Educación 

 

Ilmo. Sr.: 

De nuevo nos dirigimos a V.I. en relación con el expediente que se tramita en esta 

Institución con el número arriba indicado, referencia a la que rogamos haga mención en 

ulteriores contactos que llegue a tener con nosotros. 

Hace unos 30 años aproximadamente sólo cerca del 30% de los menores gitanos 

acudían a la escuela con regularidad. La mitad de los niños y niñas no estaban 

escolarizados, un porcentaje muy débil llegaba a la enseñanza secundaria y los resultados 

no correspondían con el tiempo predefinido de escolarización1. Pero en las dos últimas 

décadas se ha producido una escolarización casi total de esta población2. 

Este proceso de cambio ha derivado en la promoción, por parte de las 

administraciones públicas, de programas de compensación educativa y de apoyo a la 

escolarización gitana, así como de seguimiento y refuerzo a la asistencia de los menores 

gitanos a la escuela. 

Pero también ha evidenciado algunos problemas de la política educativa en este 

ámbito, ya que se está colaborando, cuando no legitimando, una diferenciación social que 

lleva implícito el reconocimiento de una discriminación y el mantenimiento de unos 

                                                 
1
 “La educación del alumnado gitano en contextos de deprivación sociocultural”. José Javier Lorenzo Torrecillas, José Manuel Aguilar 

Parra y Joaquín Francisco Álvarez Hernández. 
2 “El pueblo gitano y la educación”. Revista bimestral de la Asociación Secretariado General Gitano. Diciembre 2000. 
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prejuicios contra los gitanos en particular (y contra los pobres en general) que hace 

imposible el mandato constitucional de la igualdad de oportunidades. Y es que el doble 

sistema educativo (público/privado o concertado) colabora, consolida y a menudo legitima 

la diferenciación social, ya que los datos disponibles confirman la realidad de la inexistencia 

de menores gitanos en la escuela privada y muy pocos en la concertada.3 

Es evidente que cada familia tiene sus motivos y justificaciones para elegir un centro 

u otro, pero el efecto conjunto que produce esta opción personal legítima es la 

consolidación de un sistema educativo segregado que no asegura la igualdad de 

oportunidades del alumnado, convirtiéndose para la administración educativa en una grave 

responsabilidad política. 

Este problema parece confirmarse en el caso del expediente examinado, en el que 

se denunciaba la concentración de alumnado de etnia gitana en el Colegio público La 

Puebla de Ponferrada (León), al estar únicamente escolarizados menores pertenecientes a 

dicha comunidad, llevando implícito el reconocimiento de una clara discriminación y el 

mantenimiento de los prejuicios tradicionales contra la raza gitana.  

Este Colegio público, según la información facilitada por la Consejería de Educación, 

está ubicado en la calle Vía Río Oza s/n de Ponferrada. Fue creado en el año 1979 como un 

centro de 24 unidades a raíz del aumento de población experimentado en el denominado 

Polígono de las Huertas, uno de los barrios del ensanche de Ponferrada, en la margen 

derecha del río Sil. Y aunque en el momento de su construcción era un centro aislado y 

periférico, con el paso del tiempo se ha convertido en un colegio situado en una zona muy 

poblada y próxima a importantes edificios de la ciudad. Su número de alumnos ascendió en 

el curso escolar 2014/2015 a 37 menores y en este curso 2015/2016 a 32. 

Ahora bien, existiendo un asentamiento gitano ubicado en la vereda del río, la 

mayoría de los niños/as de este poblado asiste al citado centro, a pesar de que muy 

cercano al mismo se encuentran dos colegios públicos (“Peñalba” y “Campo de los Judíos”) 

y dos concertados (“San Ignacio” y “Espíritu Santo”). Produciéndose, además, un alto 

número de alumnos con necesidades de apoyo educativo específico: 17 en este curso 

escolar y 18 en el pasado. 

                                                 
3
 “El pueblo gitano y la educación”. Revista bimestral de la Asociación Secretariado General Gitano. Diciembre 2000. 
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Parece, pues, que pudiera existir en el centro educativo en cuestión una verdadera 

situación de agrupamiento de alumnado perteneciente a la etnia gitana (y, además, con 

necesidades de apoyo educativo), indicativa de una posible segregación escolar4. 

Esta concentración de alumnado socialmente desfavorecido favorece la guetización 

de estas escuelas. Este proceso se produce, según el Sindic de Greuges de Cataluña5, “por 

la estigmatización social de estos centros, que son evitados por las propias familias en el 

proceso de admisión, a la espera de escolarizar a sus hijos en otros centros con menos 

concentración de problemas sociales en la misma zona de residencia o fuera de ésta. En 

este sentido, la segregación escolar ocurre cuando, por diferentes circunstancias, un centro 

aparece como escuela no deseada por una parte de la población. Y una vez en marcha este 

proceso, revertir la dinámica de exclusión del centro entre las preferencias de las familias 

resulta extraordinariamente complicado”. 

La Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia del Consejo de Europa 

(ECRI), en el IV Informe sobre España publicado el 8 de febrero de 2011, ya alertaba del 

problema de la distribución desigual de alumnos inmigrantes y gitanos y de la consecuente 

existencia de escuelas “gueto”, recomendando a las autoridades revisar los procedimientos 

de admisión para garantizar un reparto uniforme y más equitativo de estos alumnos en las 

escuelas públicas y en los colegios concertados 6. 

Señala, así, que “...es claro que la Ley no siempre es eficaz en la práctica y que 

sigue habiendo un amplio margen para la manipulación. La ECRI ha recibido informes 

constantes de la existencia de ecuelas “gueto” de niños inmigrantes o gitanos en algunas 

partes del país, y de prácticas discriminatorias en el proceso de admisión, que permiten a 

los colegios concertados seleccionar a los alumnos. Por otra parte, el criterio de proximidad 

que, según información recibida por la ECRI, es el aplicado más comúnmente a la hora de 

asignar alumnos a las escuelas, contribuye al problema. Como los inmigrantes y los gitanos 

suelen vivir en comunidades, gran número de alumnos de esos grupos asisten a una 

escuela determinada, más cercana a su residencia, mientras que otras escuelas en la 

misma zona reciben menos alumnos, en su mayoría españoles. Aparte de la composición 
                                                 
4
 Entendida como la concentración de un elevado número de alumnos socialmente desfavorecidos en unas escuelas más que en 

otras situadas en el mismo territorio. 
5 Informe extraordinario “La Segregación Escolar en Cataluña” (2008). 
6
 En su tercer Informe, incluso, la ECRI ya había alentado a las autoridades españolas a que siguieran esforzándose por asegurar 

esa distribución equitativa. 
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étnica del alumnado, que requiere apoyo educativo especial, el número de alumnos en cada 

clase puede variar mucho de una escuela a otra. Todo ello repercute en la calidad de la 

educación recibida, y también reduce las posibilidades de integración de los niños 

afectados.” 

Por ello, la ECRI recomienda encarecidamente que las autoridades españolas 

revisen el método de admisión de los alumnos en centros públicos y privados 

concertados y tomen otras medidas que puedan ser necesarias para garantizar 

una distribución equitativa de los alumnos españoles, inmigrantes y gitanos en 

los diferentes centros escolares. 

También el Observatorio Europeo contra el Racismo y la Xenofobia7 analiza el peligro 

de constitución de “guetos” en las escuelas públicas españolas en las que se concentran 

mayoritariamente inmigrantes y gitanos y considera que los Estados miembros deben 

asegurarse de que sus políticas y prácticas no tengan por resultado involuntario la 

segregación o una presencia excesiva de miembros de las minorías étnicas en escuelas con 

un nivel académico inferior o de educación especial, debiendo estudiar los procedimientos 

que llevan a asignar una cantidad desproporcionada de alumnos pertenecientes a tales 

minorías étnicas, llevar a cabo un control y un seguimiento regulares de su situación en el 

sector de la educación y desglosar su rendimiento educativo8. 

Nuestra política educativa, pues, debe evitar la segregación, considerando que una 

concentración desproporcionada de estudiantes gitanos en algunas escuelas públicas 

conduce a la formación de “guetos” y a la perpetuación de la desigualdad de 

oportunidades. 

Desde la perspectiva de los principios orientadores que inspiran la legislación vigente 

en materia educativa, se ofrecen bases suficientes para combatir la segregación escolar. 

Así, la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (modificada por la Ley Orgánica 

8/2013, de 9 de diciembre, de Mejora de la calidad educativa) establece que el sistema 

educativo se inspira, entre otros, en el principio de equidad, en el sentido de que debe 

                                                 

7
 El Observatorio Europeo del Racismo y la Xenofobia fue creado mediante el Reglamento (CE) nº 1035/97 del Consejo, de 2 de 

junio de 1997, e inició su funcionamiento en 1998. 
8
 “El racismo y la xenofobia en los Estados miembros de la UE, tendencias, evolución y buenas prácticas (Observatorio Europeo del 

Racismo y la Xenofobia) - Informe anual 2005 -  
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garantizar la igualdad de oportunidades para el pleno desarrollo de la personalidad a través 

de la educación, la inclusión educativa, la igualdad de derechos y oportunidades que 

ayuden a superar cualquier discriminación y la accesibilidad universal a la educación, y 

tiene que actuar como elemento compensador de las desigualdades personales, culturales, 

económicas y sociales, con especial atención a las que se deriven de cualquier tipo de 

discapacidad. 

Así, dicha legislación dedica el título II a la equidad en la educación y, dentro de 

este apartado, regula la atención del alumnado que requiera una atención educativa 

diferente a la ordinaria, por presentar necesidades educativas especiales, por dificultades 

específicas de aprendizaje, TDAH, por sus altas capacidades intelectuales, por haberse 

incorporado tarde al sistema educativo, o por condiciones personales o de historia escolar, 

estableciendo la obligación de la Administración educativa de prestar apoyo específico a 

estos alumnos mediante la dotación de recursos y del establecimiento de programas 

específicos para facilitar su integración. 

Es significativa, además, la ubicación de la regulación sobre los procesos de 

admisión dentro de este título dedicado a la equidad en la educación, estableciendo la 

obligación de la misma Administración educativa de regular la admisión de alumnos en 

centros públicos y privados concertados de tal forma que garantice el acceso en 

condiciones de igualdad y la libertad de elección, y atendiendo en todo caso a una 

adecuada y equilibrada distribución entre los centros escolares de los alumnos con 

necesidad específica de apoyo educativo. 

Y al regular la programación de centros, también la norma se refiere a la 

escolarización equilibrada del alumnado con necesidad de apoyo educativo, y establece que 

éste es uno de los factores que se ha de tener en cuenta para programar la oferta de 

enseñanzas gratuitas como una garantía de la calidad de la educación. 

El establecimiento de estos mecanismos de equilibrio también se recoge a nivel 

autonómico, en la ORDEN EDU/1152/2010, de 3 de agosto, por la que se regula la 

respuesta educativa al alumnado con necesidad específica de apoyo educativo escolarizado 

en el segundo ciclo de Educación Infantil, Educación Primaria, Educación Secundaria 
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Obligatoria, Bachillerato y Enseñanzas de Educación Especial, en los centros docentes de la 

Comunidad de Castilla y León. 

Es evidente, por tanto, que la normativa vigente ofrece amplias posibilidades para 

definir políticas que combatan la segregación escolar. 

Pero es cierto que uno de los mayores retos del sistema educativo es poder conjugar 

el derecho a la educación de las minorías sociales con el derecho de todos los ciudadanos a 

la libre elección de centro docente, y hacerlo de tal forma que el resultado no sea la 

aparición de “guetos” educativos. 

Casos como el relatado en este expediente pueden ser indicativos de las dificultades 

que para la Administración educativa supone en la práctica la armonización de ambos 

derechos, ya que el propio alumnado (o sus familias) tienden, por iniciativa propia, a 

escolarizarse en las proximidades de sus lugares de residencia y en los centros en los que 

ya están escolarizados alumnos pertenecientes a las mismas minorías. 

Ello, sin embargo, no exime de la búsqueda de soluciones eficaces frente a las 

situaciones de agrupamiento de alumnado perteneciente a minorías y/o en circunstancias 

socioculturales desfavorecidas. 

No cabe duda que la intervención de la Administración educativa debe tender a la 

prevención de estas situaciones. Con esta finalidad será precisa la imposición de 

limitaciones al derecho a la libre elección de centro educativo, debidamente 

proporcionadas, para evitar la concentración de alumnos perteneciente a minorías étnicas 

(en especial cuando pueda existir coincidencia con otros colectivos de alumnos necesitados 

de medidas de apoyo o compensación educativa o por las circunstancias del centro 

educativo o su entorno socioeconómico). Lo que contribuirá a conseguir una distribución 

más uniforme y equitativa del alumnado entre distintos centros docentes sostenidos con 

fondos públicos. 

Pero debe tenerse en cuenta que aunque una distribución espacial de los grupos 

sociales producirá sus efectos sobre la segregación escolar, son necesarias otras medidas 

para combatir esta problemática. Tales como el establecimiento de planes específicos 

para la escolarización de aquellos alumnos y el control sobre el proceso de 

admisión en los centros para garantizar su transparencia. 
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A lo que se une la necesidad de evitar el acceso desigual al conocimiento relativo a 

la oferta escolar, a los derechos de elección de centro y a los procesos de admisión. La falta 

de información sobre estas cuestiones puede repercutir en las estrategias de elección de 

muchas familias, facilitando procesos de segregación escolar. Se trata, pues, de articular 

también una política de información que compense las desigualdades sociales a la hora 

del acceso. 

Pero todas estas medidas de planificación educativa, control del acceso o de 

información, si bien son fundamentales, seguramente precisarán ir acompañadas de 

mecanismos eficaces que puedan incidir en el comportamiento de la demanda.  

Y es que uno de los aspectos a menudo ligado a los procesos de segregación escolar 

es el aislamiento progresivo de los centros afectados. La baja demanda del centro o la 

tipología de familias que asisten al mismo dificultan dinámicas de participación y de 

colaboración entre familia y escuela. De la misma manera, el  aislamiento se proyecta 

también hacia el exterior. Y una vez consolidado un proceso de segregación escolar, puede 

convertirse después en un problema difícilmente reversible9.  

Las administraciones, pues, tienen la responsabilidad de generar las condiciones 

propicias para romper el aislamiento de estas escuelas, promocionando políticas activas 

de atracción de la demanda. 

Considerando, en consecuencia, que una concentración desproporcionada de 

estudiantes gitanos en las escuelas públicas conduce a perpetuar la desigualdad de 

oportunidades, estimamos oportuno, al amparo de las facultades conferidas por el Estatuto 

de Autonomía de Castilla y León y por la Ley 2/1994, de 9 de marzo, del Procurador del 

Común, formular la siguiente Resolución: 

1. Que por parte de la Administración educativa, se desarrolle una 

estrategia específica para intensificar los esfuerzos en la lucha contra 

la segregación escolar, adoptando una política activa que prevea la 

adopción de las medidas propuestas en esta resolución (y cuantas 

otras sean necesarias y eficaces) para prevenir situaciones de 

agrupación o concentración de alumnado inmigrante o perteneciente 

                                                 
9
 Informe extraordinario del Sindic de Greuges de Cataluña - “La Segregación Escolar en Cataluña” (2008). 
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a minorías étnicas con condiciones socioculturales desfavorecidas y 

evitar, así, un sistema educativo segregado que no asegure la 

igualdad de oportunidades del alumnado. 

2. Que en caso de consolidación de “guetos” educativos, se proceda 

al diseño de planes de actuación sobre los centros afectados que 

minimicen progresivamente su guetización, distribuyendo al 

alumnado de forma prudente y gradual para igualar, con los apoyos o 

la implementación de los proyectos educativos necesarios, la calidad 

de la oferta educativa y asegurar la plena integración de los alumnos. 

3. Que se proceda a valorar el caso del Colegio público La Puebla de 

Ponferrada (León) denunciado en este expediente, interviniendo de 

forma activa en el supuesto de que se trate de un caso de 

segregación escolar, planificando respecto al mismo las estrategias 

necesarias para recuperar los niveles óptimos de demanda escolar y 

asegurar la plena integración de los alumnos. 

Esta es nuestra resolución y así se la hacemos saber, con el ruego de que nos 

comunique de forma motivada la aceptación o no aceptación de la misma por parte del 

órgano que corresponda de la Consejería de Educación en el plazo de dos meses, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 19.2 de la Ley Reguladora de la Institución. 

Pendiente de sus noticias, reciba un cordial saludo. 

Atentamente, 

EL PROCURADOR DEL COMÚN 

Fdo.: Javier Amoedo Conde 


